
REPUBLICA   DE  COLOMBIA
RAMA   JUDICIAL

      LISTADO DE ESTADO 
JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSISTORIO DE VALLEDUPAR

Página: 1Fecha:045ESTADO No. 08/07/2021

Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  
Fecha

Auto

SOFIA BONETT RAMIREZ CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURAAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2013

SE REITERAN PRUEBAS.
00100

Auto de Tramite20001 33 33 003

NASLY ELENA SOCARRAS
MARTINEZ

NACION-RAMA JUDICIALAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

AUTO ADMITE DEMANDA. 
00134

Auto admite demanda20001 33 33 004

YINA MAYORGA ZULETA LA NACION/RAMA JUDICIAL - CSJ -
DIRECCION EJECUTIVA DE
ADMINISTARCION JUDICIAL

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021 I
2018

AUTO DISPONE: CORRER TRASLADO POR EL TERMINO DE
10 DIAS PARA PRESENTAR ALEGATOS DE CONCLUSION 00141

Auto que Ordena Correr Traslado20001 33 33 006

FRANCIA ELENA DE JESUS DIAZ
GRANADOS AMAYA

LA NACION - FISCALIA GENERAL DE LA
NACION

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

DAR TRASLADO A LAS PARTES DENTRO DEL TÉRMINO DE
EJECUTORIA PARA QUE MANIFIESTEN LA EXISTENCIA DE
ALGÚN VICIO O IRREGULARIDAD QUE PUEDA AFECTAR
LO ACTUADO HASTA ESTE MOMENTO.

00167

Auto que Avoca Conocimiento20001 33 33 003

ANA SUSANA MOLINA PONTON NACION - FISCALIA GENERAL DE LA
NACION

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

AUTO ORDENA DAR CUMPLIMIENTO POR SECRETARIA A
LO DISPUESTO EN PROVIDENCIA DE 27 DE JUNIO DE 201900173

Auto Interlocutorio20001 33 33 005

HANNER LOPEZ JAIMES LA NACION - FISCALIA GENERAL DE LA
NACION

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

DAR TRASLADO A LAS PARTES DENTRO DEL TÉRMINO DE
EJECUTORIA PARA QUE MANIFIESTEN LA EXISTENCIA DE
ALGÚN VICIO O IRREGULARIDAD QUE PUEDA AFECTAR
LO ACTUADO HASTA ESTE MOMENTO.

00184

Auto que Avoca Conocimiento20001 33 33 003

MARUJA DEL CARMEN GONZALEZ
ZULETA

RAMA JUDICIALAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

DAR TRASLADO A LAS PARTES DENTRO DEL TÉRMINO DE
EJECUTORIA PARA QUE MANIFIESTEN LA EXISTENCIA DE
ALGÚN VICIO O IRREGULARIDAD QUE PUEDA AFECTAR
LO ACTUADO HASTA ESTE MOMENTO.

00187

Auto que Avoca Conocimiento20001 33 33 003

HENRY DE JESÚS CALDERÓN
RAUDALES

LA NACION/RAMA JUDICIAL -
DIRECCION EJECUTIVA DE
ADMINISTRACION JUDICIAL - CSJ

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021 I
2018

AUTO RESULEVE: CORRER TRASLADO POR EL TERMINO
COMUN DE 10 DIAS PARA PRESENTAR ALEGATOS DE
CONCLUSION 

00208

Auto que Ordena Correr Traslado20001 33 33 006

MANUEL TEODORO FLOREZ
BARROS

NACION-FISCALIA GENERAL DE LA
NACION

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

AUTO ADMITE DEMANDA. 
00215

Auto admite demanda20001 33 33 004

BIBIANA ESTER VEGA PICAZA CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURAAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

DAR TRASLADO A LAS PARTES DENTRO DEL TÉRMINO DE
EJECUTORIA PARA QUE MANIFIESTEN LA EXISTENCIA DE
ALGÚN VICIO O IRREGULARIDAD QUE PUEDA AFECTAR
LO ACTUADO HASTA ESTE MOMENTO.

00230

Auto que Avoca Conocimiento20001 33 33 003
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Auto

LISNEIDYS TATIANA OSPINO
MONTES

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURAAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2018

DAR TRASLADO A LAS PARTES DENTRO DEL TÉRMINO DE
EJECUTORIA PARA QUE MANIFIESTEN LA EXISTENCIA DE
ALGÚN VICIO O IRREGULARIDAD QUE PUEDA AFECTAR
LO ACTUADO HASTA ESTE MOMENTO.

00260

Auto que Avoca Conocimiento20001 33 33 003

WILSON RODRIGO DIAZ PEÑALOZA NACION-RAMA JUDICIALAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

07/07/2021
2019

AUTO ADMITE DEMANDA. 
00181

Auto admite demanda20001 33 33 004

SECRETARIO

PARA NOTIFICAR A LAS PARTES DE LAS DECISIONES ANTERIORES SE FIJA EL PRESENTE ESTADO EN UN LUGAR PUBLICO Y VISIBLE DE LA SECRETARIA
08/07/2021 EN LA FECHA Y A LA HORA DE LAS 8 A.M. POR EL TERMINO LEGAL DE UN DIA SE DESFIJA EN LA MISMA A LAS 6:00 P.M.

ROSANGELA MARTINEZ- ANA MARIA OCHOA- ERNEY BERNAL- EMILCE QUINTANA



 

JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 
 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: SOFIA BONETT RAMIREZ  

DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

 

RADICADO 20-001-33-33-003-2013-00100-00  

 

Revisado el expediente de la referencia, se observa que el 19 de mayo de 2021,1 
se profirió auto para mejor proveer en el proceso de la referencia, en el cual se 
realizó un requerimiento probatorio a varias entidades, y se concedió el término de 
cinco (5) días para allegar con destino a este proceso lo solicitado. 
 
Obra en el archivo 18 del expediente digital, la constancia de envío del 
requerimiento realizado por este Despacho el 3 de junio de 2021, sin que a la 
fecha se haya atendido el mismo, encontrándose más que superado el término 
concedido para el efecto. 
 
En virtud de lo anterior, este Despacho requerirá por segunda vez a las entidades, 
que a continuación se relacionan, para que alleguen con destino al proceso de la 
referencia, la siguiente información: 
 

1. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Valledupar, con el fin de que expida certificación 
con destino al proceso, señalando los cargos desempeñados por la señora 
SOFIA BONETT RAMIREZ, identificada con C.C. No. 32.633.992 de 
Barranquilla, señalando el valor de la remuneración total anual a partir del 
año 2009, incluidas las cesantías, indicando además, lo cancelado 
anualmente por otros conceptos de servicios autorizados por la ley (Decreto 
3901 derogado por el 1251 de 2009). 

2. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración, 
con el fin de que expida certificación con destino al proceso de los ingresos 
totales laborales anuales cancelados a los siguientes Magistrados de las 
Altas Cortes: Doctor Nicolas Pajaro Peñaranda, Doctor Alejandro Ordoñez 
Maldonado, Doctora: Ana Margarita Olaya Maldonado, Doctor, Rubén Darío 
Henao Orozco, Doctor Cesar Hoyos Salazar,  y  demás  Magistrados  de  las  
Altas  Cortes  que cuenten  con  sentencia Contenciosa Administrativa a su 
favor debidamente ejecutoriada, teniendo en cuenta el pago correcto de la 
Prima Especial de Servicios, es decir que para su liquidación se tuvieron en 
cuenta todos los ingresos laborales totales anuales devengados por los 
Congresistas, en cumplimiento de las sentencias proferidas por la jurisdicción 
contenciosa administrativa, desde el 1 de enero de 2009 hasta Ia fecha. 

3. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, con el fin de que expida certificación con destino al proceso de los 
ingresos totales laborales anuales devengados por los Magistrados de las 
Altas Cortes en el cual aparezca la diferencia entre los ingresos laborales 
totales anuales de los Congresistas y los Magistrados de Altas Cortes 
incluyendo las cesantías de ambos funcionarios a partir del 1 de enero de 
2009 hasta la fecha. 

4. Pagaduría del Senado de la República , con el fin de que remita con 
destino al presente proceso certificación sobre los ingresos laborales totales 

                                                           
1 Ver archivo 17 expediente digital. 

  

 

 



anuales recibidos por los Congresistas, indicando el valor anual cancelado 
por: salario básico, gastos de representación, prima de localización y 
vivienda, prima de salud, prima de navidad, prima de servicios y cesantías 
(indicando sobre qué factores se liquida las mismas), es necesario que se 
especifique el gran total anual incluyendo todos los ingresos laborales totales 
anuales por ellos devengados. Lo anterior, a partir del 1 de enero de 2009 
hasta la fecha. 

Lo precedente, en el término de cinco (5) días siguientes al recibo de la 
comunicación respectiva, so pena de imponer las sanciones contempladas en el 
artículo 44 numerales 2° y 3° del Código General del Proceso,2 que se debe leer 
en concordancia con lo previsto en los numerales 3°, 4° y 5° del artículo 14 de la 
Ley 1285 de 2009 que adicionó la Ley 270 de 1996,3 en contra de quien o quienes  
debieron atender los requerimientos, así como la compulsa de copias a la 
Procuraduría General de la Nación para lo de su competencia. 

Por lo anterior, el Juzgado 401 Administrativo de Valledupar (C) 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Por secretaría, OFÍCIESE POR SEGUNDA VEZ a las entidades que a 
continuación se relacionan, para que alleguen con destino al proceso de la 
referencia, la siguiente información: 
 

1. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Valledupar, con el fin de que expida certificación 
con destino al proceso, señalando los cargos desempeñados por la señora 
SOFIA BONETT RAMIREZ, identificada con C.C. No. 32.633.992 de 
Barranquilla, señalando el valor de la remuneración total anual a partir del 
año 2009, incluidas las cesantías, indicando además, lo cancelado 
anualmente por otros conceptos de servicios autorizados por la ley (Decreto 
3901 derogado por el 1251 de 2009). 

2. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración, 
con el fin de que expida certificación con destino al proceso de los ingresos 
totales laborales anuales cancelados a los siguientes Magistrados de las 
Altas Cortes: Doctor Nicolas Pajaro Peñaranda, Doctor Alejandro Ordoñez 
Maldonado, Doctora: Ana Margarita Olaya Maldonado, Doctor, Rubén Darío 
Henao Orozco, Doctor Cesar Hoyos Salazar,  y  demás  Magistrados  de  las  
Altas  Cortes  que cuenten  con  sentencia Contenciosa Administrativa a su 
favor debidamente ejecutoriada, teniendo en cuenta el pago correcto de la 
Prima Especial de Servicios, es decir que para su liquidación se tuvieron en 
cuenta todos los ingresos laborales totales anuales devengados por los 
Congresistas, en cumplimiento de las sentencias proferidas por la jurisdicción 
contenciosa administrativa, desde el 1 de enero de 2009 hasta Ia fecha. 

3. Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, con el fin de que expida certificación con destino al proceso de los 
ingresos totales laborales anuales devengados por los Magistrados de las 
Altas Cortes en el cual aparezca la diferencia entre los ingresos laborales 
totales anuales de los Congresistas y los Magistrados de Altas Cortes 
incluyendo las cesantías de ambos funcionarios a partir del 1 de enero de 
2009 hasta la fecha. 

                                                           
2 ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes 
poderes correccionales: 
 […] 2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y 
a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución. […] – Sic  
3 Artículo   14. Adiciona Artículo 60A de la Ley 270 de 1996. Apruebase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente: 
"Artículo 60A. Poderes del juez. Además de los casos previstos en los artículos anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos a cinco salarios 
mínimos mensuales, a las partes del proceso, o a sus representantes o abogados, en los siguientes eventos: 
[…] 3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas o injustificadamente no suministren oportunamente la información o los 
documentos que estén en su poder y les fueren requeridos en inspección judicial, o mediante oficio. 
4. Cuando injustificadamente no presten debida colaboración en la práctica de las pruebas y diligencia 
5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente a dilatar el proceso o por cualquier medio se entorpezca el desarrollo normal del proceso. […] – 
Sic  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6548#60A
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6548#60A


4. Pagaduría del Senado de la República , con el fin de que remita con 
destino al presente proceso certificación sobre los ingresos laborales totales 
anuales recibidos por los Congresistas, indicando el valor anual cancelado 
por: salario básico, gastos de representación, prima de localización y 
vivienda, prima de salud, prima de navidad, prima de servicios y cesantías 
(indicando sobre qué factores se liquida las mismas), es necesario que se 
especifique el gran total anual incluyendo todos los ingresos laborales totales 
anuales por ellos devengados. Lo anterior, a partir del 1 de enero de 2009 
hasta la fecha. 

Lo anterior, en el término de cinco (5) días siguientes al recibo de la comunicación 
respectiva, so pena de imponer las sanciones contempladas en el artículo 44 
numerales 2° y 3° del Código General del Proceso,4 que se debe leer en 
concordancia con lo previsto en los numerales 3°, 4° y 5° del artículo 14 de la Ley 
1285 de 2009 que adicionó la Ley 270 de 1996,5 en contra de quien o quienes  
debieron atender los requerimientos, así como la compulsa de copias a la 
Procuraduría General de la Nación para lo de su competencia. 

SEGUNDO: Surtido lo anterior, ingrésese el expediente al Despacho para adoptar 
la decisión que en derecho corresponda. 

 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J401/COM/del 
 

 

                                                           
4 ARTÍCULO 44. PODERES CORRECCIONALES DEL JUEZ. Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los siguientes 
poderes correccionales: 
 […] 2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y 
a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución. […] – Sic  
5 Artículo   14. Adiciona Artículo 60A de la Ley 270 de 1996. Apruebase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente: 
"Artículo 60A. Poderes del juez. Además de los casos previstos en los artículos anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos a cinco salarios 
mínimos mensuales, a las partes del proceso, o a sus representantes o abogados, en los siguientes eventos: 
[…] 3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas o injustificadamente no suministren oportunamente la información o los 
documentos que estén en su poder y les fueren requeridos en inspección judicial, o mediante oficio. 
4. Cuando injustificadamente no presten debida colaboración en la práctica de las pruebas y diligencia 
5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente a dilatar el proceso o por cualquier medio se entorpezca el desarrollo normal del proceso. […] – 
Sic  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6548#60A
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6548#60A


Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 981eeeed1348fe4c7fb3761a7680be4f889df230f239f679cb1212dfb4ba6afa

Documento generado en 07/07/2021 07:11:36 AM



 

JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: NASLY ELENA SOCARRAS MARTÍNEZ 
DEMANDADO: NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-004-2018-00134-00 
 

Mediante auto de fecha 16 de junio de 2021,1 este Despacho inadmitió el presente 
medio de control por existir insuficiencia entre el poder y la demanda. En 
consecuencia, dispuso el término de diez (10) días para subsanar el mismo.  
 
En este sentido, el 22 de junio de 2021,2 la parte actora de manera oportuna 
allegó al presente asunto memorial subsanando el defecto anotado. Así las cosas, 
comoquiera que la parte demandante subsanó la demanda en debida forma, 
considera este Despacho que se reúnen los requisitos formales y se procede a la 
admisión de la demanda, conforme a lo establecido en el artículo 171 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto no solo será tramitado a través de medios digitales, tal como lo 
prevé la norma, sino que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
Por lo anterior, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C), 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho propuesta, por la señora NASLY ELENA 
SOCARRAS MARTÍNEZ, a través de apoderado, en contra de la NACIÓN - RAMA 
JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN - RAMA 
JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, A LA 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO Y AL MINISTERIO 
PÚBLICO (Procurador 185 Judicial I para Asuntos Administrativos), mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que se refiere 
el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado a la parte demandada y al Ministerio Público por el término de 
treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la remisión de la     
notificación personal del auto admisorio de la demanda  y de los traslados anexos 
de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, solicitar  
pruebas, llamar en garantía, y presentar demanda  de  reconvención, según  sea  
el caso,  de  conformidad con lo  previsto en  los 172  y  199  del  C.P.A.C.A 
modificado por la Ley 2080 de 2021 art. 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 

                                                           
1 Ver archivo 02 del expediente digital 
2 Ver archivos 03 y 04 del expediente digital 

  

 

 



La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo  
j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co,   y   de  conformidad  con  el  
artículo  109 del C G del P, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del Despacho el día en que se vence el término, teniendo en 
cuenta los horarios de atención establecidos por el  Consejo Superior de la  
Judicatura, para el  efecto entre 8  a.m. y  6 p.m. de lunes a viernes.   
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, 
de conformidad con el artículo 175 numeral 4 del C.P.A.C.A. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima el funcionario encargado del 
asunto. 
 
3°. Notificar por estado a la actora, de conformidad con el numeral 1 del artículo 
171y 201del CPACA modificado por la Ley 2080 de 2021 art. 50.  
 
TERCERO: Informar a las partes y al Agente del Ministerio Público que, en 
adelante, los escritos que se presenten deberán remitirse al siguiente correo 
electrónico j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el 
procedimiento se desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del 
Decreto 806 de 2020. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: RECONOCER personería para actuar a la abogada ELIZABETH 
VILLALOBOS CAAMAÑO, identificada con C.C. No. 63.290.530 de Bucaramanga 
y portadora de la tarjeta profesional No. 75.270 del C. S. de la J., en los términos 
del poder que reposa en el expediente digital. 
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del Despacho. 
 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J401/COM/del 

Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR

mailto:j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, Cesar, siete (07) de julio de dos mil veintiuno (2021).  
 
 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: YINA MAYORGA ZULETA 
DEMANDADO: NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-006-2018-00141-00. 

 
 

A través del auto de fecha veintitrés (23) de junio de dos mil veintiuno (2021)1, el 
Despacho fijó el litigio y concedió el término de ejecutoria de dicha providencia para 
que los sujetos procesales se pronunciaran sobre la existencia de algún vicio o 
irregularidad que pudiese afectar lo actuado en el proceso hasta el momento. 

Las partes, dentro de la oportunidad procesal para ello, guardaron silencio, 
entendiéndose así conformes con el contenido del mencionado auto. En 
consecuencia, el Despacho declarará saneada la actuación surtida hasta este 
momento y dejará en firme la fijación del litigio que se hizo previamente.  

De igual manera, con el fin de dictar sentencia anticipada, de conformidad con el 
numeral 1, literal b del artículo 182A del CPACA (adicionado por el artículo 42 de la 
Ley 2080 de 2021), por tratarse de un asunto que no requiere la práctica de pruebas, 
el Despacho, se abstendrá de celebrar la audiencia de pruebas de que trata el 
artículo 181 del CPACA, por lo que, ordenará correr traslado para alegar en la forma 
establecida en el artículo 181 ibidem. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar (C), 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR saneada la actuación surtida hasta este momento dentro 
del presente asunto. 

SEGUNDO: DEJAR en firme la fijación del litigio realizada dentro de este proceso, 
mediante el auto fechado el veintitrés (23) de junio de dos mil veintiuno (2021).  

TERCERO: CORRER TRASLADO a las partes por el término común de diez (10) 
días, para que presenten sus alegatos de conclusión por escrito, y en la misma 
oportunidad el Ministerio Público podrá emitir concepto si a bien lo tiene, conforme 
lo dispone el artículo 181 inciso 5 del CPACA. 

CUARTO: Cumplido lo anterior, pásese el expediente al Despacho para dictar 
sentencia anticipada. 

 
 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 

                                                           
1 Ver archivo 06AutoDecideProferirSentenciaAnticipada del expediente digital. 

  

 

 



 
 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, siete (07) de julio de dos mil veintiuno (2021). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: FRANCIA ELENA DE JESUS DIAZ GRANADOS 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL-FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN 
RADICADO 20001-33-33-003-2018-00167-00 

 
 

En ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 4º del Acuerdo 
PCSJA21-11764 del once (11) de marzo de 20211, “Por el cual se crean unos cargos 
con carácter transitorio para tribunales y juzgado de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, a nivel nacional”, proferido por el Consejo Superior de 
la Judicatura, este Despacho procederá a avocar el conocimiento del presente 
asunto.  

Ahora bien, revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el 
numeral 1º del artículo 42 de la Ley 2080 de 20212, que adicionó el artículo 182A 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
advierte este Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, 
teniendo en cuenta que concurren alguno de los eventos allí consagrados para 
dictar sentencia anticipada por escrito.  

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto al la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica de la apoderada de la parte demandada; de las excepciones 
propuestas por los demandados; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del 
saneamiento del proceso, así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

En primer lugar, para todos los efectos procesales, téngase en cuenta que la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pesar de haber sido notificada de la 
demanda el diecinueve (19) de diciembre de 2019, no allegó escrito de contestación. 
Por lo anterior, este Despacho tendrá por no contestada la demanda, en lo 
respectivo a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.  

En un segundo término, para todos los efectos procesales, téngase en cuenta que 
la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL, contestó la demanda oportunamente.  

2. RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA.  

De acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con el poder especial, 
amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, visible a folio digital 8 del 
cuaderno 2, este Despacho procederá a reconocer personería jurídica a la abogada 
MARITZA YANEIDIS RUIZ MENDOZA, portadora de la cédula de ciudadanía No. 
49.607.019 y de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 158.166 del Consejo 

                                                           
1 ARTÍCULO 4° Competencia y distribución de procesos para los juzgados administrativos creados transitoriamente. Los juzgados administrativos 
transitorios creados en el artículo 1.º del presente Acuerdo resolverán, de manera exclusiva, los procesos que se adelantan contra la Rama Judicial y 
otras entidades con régimen jurídico salarial y prestacional similar a ésta […] – Sic 
2 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se 
podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar 
pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 
formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o 
magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 
Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' 
inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 
anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se 
aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



Superior de la Judicatura, como apoderada de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto de la 
referencia.  

3. EXCEPCIONES. 

Dentro de este punto, se acota que la apoderada judicial de una de las entidades 
demandadas, la Rama Judicial del Poder Público, propuso como excepción la de 
Falta de legitimidad en la causa por pasiva, dado que entiende que no se 
fundamenta la vinculación de su representada al presente asunto. De tal forma, este 
Despacho procederá a pronunciarse de esta a continuación.  

De igual forma, la apoderada de la Rama Judicial propuso como excepción la de 
falta de agotamiento de los requisitos previos de procedibilidad, al entender que la 
actora no agotó la sede administrativa como requisito de procedibilidad para 
demandar los actos administrativos y controlarlos en sede judicial, dentro de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Sobre esta excepción, el Despacho 
también se pronunciará a continuación.  

3.1. DE LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA POR 
PASIVA PROPUESTA POR LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Expuso la apoderada de la Rama Judicial que la demandante invocó como derecho 
normas laborales, para quienes mantenga una relación de tal naturaleza con la 
Fiscalía General de la Nación y, aunque la Rama Judicial del Poder Público hace 
parte de las ramas del Poder, no es cierto interpretar que ambas entidades sean 
una sola, ya que cada una goza de disponibilidad e independencia administrativa, 
presupuestal y financiera. Tanto así, que la representación de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL, en los procesos contenciosos administrativos, se ejerce por el Director 
Ejecutivo de Administración Judicial y, en los casos que se involucra a la Fiscalía 
General de la Nación, la representación la realiza directamente el Fiscal General de 
la Nación y sus delegados.  

Al respecto, este Despacho pone de presente que la exigencia de la legitimación en 
la causa por pasiva alude a la aptitud que debe reunir la persona natural o jurídica 
contra quien se dirige la demanda para oponerse jurídicamente a las pretensiones 
de la demanda. En ese sentido, no basta con ser objeto de la demanda para 
concurrir legítimamente a un juicio, sino que es imperioso estar debidamente 
legitimado para ello.  

En efecto, el H. Consejo de Estado se ha pronunciado respecto a la legitimación en 
la causa por pasiva, en los siguientes términos: 

“(…) la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal 
existente entre demandante -legitimado en la causa de hecho por activa- y 
demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida con la 
presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la 
misma a quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la 
legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para 
intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y 
de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión 
entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron 
perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño.  

De ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho, pero 
carecer de legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar 
de ser parte dentro del proceso no guarde relación alguna con los intereses 
inmiscuidos en el mismo, por no tener conexión con los hechos que motivaron 
el litigio, evento éste en el cual las pretensiones formuladas estarán llamadas 
a fracasar puesto que el demandante carecería de un interés jurídico… 

En suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la 
causa no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, 
pues ésta solamente es predicable de quienes participaron realmente en los 
hechos que han dado lugar a la instauración de la demanda o, en general, de 



los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por 
consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae 
a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la 
demandante con la pretensión que ésta formula o la defensa que aquella 
realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición anterior y 
necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra3”. Se 
subraya. 

De acuerdo con lo anterior y, teniendo en cuenta que este proceso no se adelanta 
contra la RAMA JUDICIAL ni contra un acto administrativo expedido por esta, ni las 
resultas de proceso pueden afectar sus intereses o derechos, puesto que tal entidad 
no tiene un interés directo e inmediato en el sub lite y que, tratándose de medios de 
control contra actos administrativos, las entidades que deben ser vinculadas al 
proceso como parte pasiva son las entidades de las cuales emanaron los actos 
sobre los cuales se van a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían 
responsables de la vulneración del derecho subjetivo y, por ende, las encargadas 
de responder.  

Por todo lo anterior, se observa que los presupuestos anteriores no pueden 
predicarse respecto a la RAMA JUDICIAL, motivo por el cual este Despacho 
declarará probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva 
propuesta por su apoderada judicial y, en consecuencia, se ordenará su 
desvinculación como demandada en el presente medio de control.  

3.2. DE LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE AGOTAMIENTO DE LOS 
REQUISITOS PREVIOS DE PROCEDIBILIDAD PROPUESTA POR LA 
ENTIDA DEMANDADA. 

Aduce la apoderada de la Rama Judicial del Poder Público que el agotamiento de 
la sede administrativa es un requisito que se debe cumplir para poder demandar los 
actos administrativos ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De tal 
forma, interpreta la accionada que es claro que, si la sede administrativa no se 
agota, el administrado o, en este caso, el ciudadano queda impedido para demandar 
los actos administrativos.  

Así, manifiesta la demandada que dentro de este asunto está claro que no existe un 
acto administrativo de carácter particular emanado por su parte ni en razón de sus 
competencias que cree situación jurídica alguna que afecte a la actora, además de 
no existir pruebas de alguna relación laboral con la misma que legitime a la 
demandante para exigir por su parte la existencia de derechos de naturaleza laboral 
a su favor.  

Ahora bien, resulta importante destacar que, de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral segundo del artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo unilateral definitivo de carácter particular, deberán haberse ejercido y 
decidido los recursos que, de acuerdo con la ley, fueren obligatorios.  

Por tal motivo, el agotamiento de los recursos de toda actuación administrativa 
enmarcada en el procedimiento administrativo se constituye, pues, en un requisito 
previo para acudir a la administración de justicia en procura de resolver una 
diferencia con la administración.  

En definitiva, una vez se han decidido los recursos de la actuación administrativa y 
esta ha sido despachada desfavorablemente para el peticionario, este queda en 
absoluta libertad particular de acudir ante la jurisdicción para controlar y demandar 
la nulidad del acto, con la condición de impetrar las mismas pretensiones, con 
fundamento en las mismas razones de hecho y de derecho que presentó ante la 
administración. No obstante, estos argumentos pueden ser mejorados en sede 
jurisdiccional.  

                                                           
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 8 de abril de 2014, Rad. 
76001233100019980003601 (29321). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 



En el caso particular, puede observarse que el procedimiento administrativo en 
cuestión se inició mediante reclamación administrativa elevada por la actora, a 
través de apoderada, ante la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, el diez (10) de 
octubre de 2017, solicitando el reconocimiento, la liquidación y el pago de la 
bonificación judicial creada por el Decreto 382 de 2013, a partir de enero de 2013, 
y de las diferencias salariales y prestacionales que se causaron, debidamente 
indexadas y con los intereses moratorios pertinentes.  

Así, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, atendió la reclamación administrativa 
mediante acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-069 del once 
(11) de octubre de 2017, notificado el veintisiete (27) de noviembre de 2017, en el 
que niega las pretensiones de la actora, sin indicar los recursos de ley que 
proceden, quedando en firme el acto administrativo y dándose por agotada la sede 
administrativa particular.  

En este sentido, se evidencia que la ausencia del cumplimiento de los requisitos de 
procedibilidad se predica sobre la Rama Judicial del Poder Público y no sobre la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, lo cual es consecuente con la anterior 
excepción propuesta por la apoderada de la Rama Judicial, denominada falta de 
legitimidad en la causa por pasiva, ya que, por error involuntario, se vinculó a la 
última como demandado del proceso.  

Por tal motivo, este Despacho declarará no probada la excepción de falta de 
agotamiento de los requisitos previos de procedibilidad por no agotar la sede 
administrativa, toda vez que la demanda, a todas luces, se dirige en contra de la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y no contra la RAMA JUDICIAL, que, en todo 
caso, quedará desvinculada del presente asunto al prosperar la excepción 
estudiada con antelación, de falta de legitimidad en la causa por pasiva.  

4. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: la parte accionada, FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN, no aportó pruebas, toda vez que no contestó la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

5. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico para resolver se centrará en estudiar si se encuentra viciado de 
nulidad el acto administrativo demandado, esto es, el contenido en el oficio No. 
31460-20510-069 del once (11) de octubre de 2017, expedido por el Subdirector de 
Apoyo-Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual negó 
a la actora, en su condición de TECNICO INVESTIGADOR II, el reconocimiento, la 
liquidación y pago de la bonificación judicial creada por el Decreto 382 de 2013, 
para servidores de la Fiscalía General de la Nación, como factor salarial para todas 
las prestaciones de la actora desde que fue creada. 

En caso de existir el vicio demandado, se deberá determinar, si hay lugar a 
reconocer desde el 1° de enero de 2013 y a futuro hasta que perdure la relación 
laboral de la demandante con la Fiscalía General de la Nación, dándole carácter de 
salarial a la bonificación judicial dispuesta en el Decreto 382 de 2013, siendo 
necesario reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho 
factor salarial, y por ende inaplicar al ser contrario a la Constitución y la Ley el aparte 
“[…] y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 



General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud […]” 
contenido en el artículo 1 del Decreto 382 de 2013. 

De asistirle el derecho a la parte actora, este Despacho deberá realizar 
pronunciamiento de la indexación con base en el índice de precios al consumidor -
IPC-, y las costas procesales.  

6. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, de conformidad con lo 
expuesto en precedencia.  

SEGUNDO: Informar a las partes que, en adelante, los escritos que se presenten 
deberán remitirse al siguiente correo electrónico: 
j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 2020.  

TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL. 

CUARTO: TENER POR NO CONTESTADA la demanda dentro del término legal 
por parte de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de acuerdo con los motivos 
expuestos anteriormente.  

QUINTO: RECONOCER personería a la abogada MARITZA YANEIDIS RUIZ 
MENDOZA, portadora de la cédula de ciudadanía No. 49.607.019 y de la Tarjeta 
Profesional de Abogado No. 158.166 del Consejo Superior de la Judicatura, para 
que se sirva representar a la entidad demandada, la Rama Judicial, en el asunto de 
la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

SEXTO: DECLARAR PROBADA la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva propuesta por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL y, en consecuencia, desvincularla 
del presente asunto, de conformidad con la parte motiva.  

SÉPTIMO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de falta de agotamiento de los 
requisitos previos de procedibilidad propuesta por la apoderada judicial de la RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

OCTAVO: TENER como pruebas las que obran dentro del expediente. 

NOVENO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

DÉCIMO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
J401/COM/ear 

mailto:j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ANA SUSANA MOLINA PONTON 
DEMANDADO: NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

RADICADO 20-001-33-33-005-2018-00173-00 
 

Revisado el proceso de la referencia, se observa que la apoderada judicial de la 
parte actora presentó el pasado 4 de junio de 2021,1 memorial en el cual pone de 
presente al Despacho que cumplió con la carga procesal impuesta en el auto 
admisorio de la demanda, relacionada con el pago de gastos ordinarios del 
proceso. 
 
Como prueba de lo anterior, allega copia del memorial que presentó el 23 de 
agosto de 2019, en el cual informó sobre el pago de gastos ordinarios del proceso; 
sin embargo, no allegó comprobante de los mismos. 
 
En atención a lo expuesto, y tomando en consideración que por un error 
involuntario en el expediente tampoco reposa dicho memorial, este Despacho 
realizó la consulta del presente medio de control en el sistema judicial, el cual 
arrojó los siguientes resultados: 
 

 
 
De lo anterior, se observa que en este asunto tal como lo señala la profesional del 
derecho, el 23 de agosto de 2019 se recibió constancia del pago de los gastos 
ordinarios del proceso, por lo cual la parte actora cumplió con la carga procesal 
impuesta en el auto admisorio de la demanda. 
 
En razón a lo expuesto, se ordena que por secretaría se de cumplimiento a lo 
dispuesto en los numerales 3° y 5° del auto de fecha 27 de junio de 2019, por el 
cual se admitió el proceso de la referencia, visible a folio 106 del cuaderno 01 del 
expediente digital. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C), 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Por secretaría, dese cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 3° y 
5° del auto de fecha 27 de junio de 2019, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Cumplido lo anterior, ingrésese el expediente al Despacho para 
adoptar la decisión que en derecho corresponda. 
 

                                                           
1 Ver archivos 04 – 05 del expediente digital. 

  

 

 



Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J401/COM/del 
 

 
 

Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, siete (07) de julio de dos mil veintiuno (2021). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: CIRO ALFONSO RICO VILORIA Y OTROS 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL-FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN 
RADICADO 20001-33-33-003-2018-00184-00 

 
 

En ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 4º del Acuerdo 
PCSJA21-11764 del once (11) de marzo de 20211, “Por el cual se crean unos cargos 
con carácter transitorio para tribunales y juzgado de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, a nivel nacional”, proferido por el Consejo Superior de 
la Judicatura, este Despacho procederá a avocar el conocimiento del presente 
asunto.  

Ahora bien, revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el 
numeral 1º del artículo 42 de la Ley 2080 de 20212, que adicionó el artículo 182A 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
advierte este Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, 
teniendo en cuenta que concurren alguno de los eventos allí consagrados para 
dictar sentencia anticipada por escrito.  

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto al la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica de la apoderada de la parte demandada; de las excepciones 
propuestas por los demandados; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del 
saneamiento del proceso, así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

En primer lugar, para todos los efectos procesales, téngase en cuenta que la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pesar de haber sido notificada de la 
demanda el diecinueve (19) de diciembre de 2019, no allegó escrito de contestación. 
Por lo anterior, este Despacho tendrá por no contestada la demanda, en lo 
respectivo a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.  

En un segundo término, para todos los efectos procesales, téngase en cuenta que 
la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL, contestó la demanda oportunamente.  

2. RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA.  

De acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con el poder especial, 
amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, visible a folio digital 6 del 
cuaderno 2, este Despacho procederá a reconocer personería jurídica a la abogada 
MARITZA YANEIDIS RUIZ MENDOZA, portadora de la cédula de ciudadanía No. 
49.607.019 y de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 158.166 del Consejo 

                                                           
1 ARTÍCULO 4° Competencia y distribución de procesos para los juzgados administrativos creados transitoriamente. Los juzgados administrativos 
transitorios creados en el artículo 1.º del presente Acuerdo resolverán, de manera exclusiva, los procesos que se adelantan contra la Rama Judicial y 
otras entidades con régimen jurídico salarial y prestacional similar a ésta […] – Sic 
2 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se 
podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar 
pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 
formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o 
magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 
Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' 
inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 
anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se 
aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



Superior de la Judicatura, como apoderada de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto de la 
referencia.  

3. EXCEPCIONES. 

Dentro de este punto, se acota que la apoderada judicial de una de las entidades 
demandadas, la Rama Judicial del Poder Público, propuso como excepción la de 
Falta de legitimidad en la causa por pasiva, dado que entiende que no se 
fundamenta la vinculación de su representada al presente asunto. De tal forma, este 
Despacho procederá a pronunciarse de esta a continuación.  

3.1. DE LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA POR 
PASIVA PROPUESTA POR LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Expuso la apoderada de la Rama Judicial que la demandante invocó como derecho 
normas laborales, para quienes mantenga una relación de tal naturaleza con la 
Fiscalía General de la Nación y, aunque la Rama Judicial del Poder Público hace 
parte de las ramas del Poder, no es cierto interpretar que ambas entidades sean 
una sola, ya que cada una goza de disponibilidad e independencia administrativa, 
presupuestal y financiera. Tanto así, que la representación de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL, en los procesos contenciosos administrativos, se ejerce por el Director 
Ejecutivo de Administración Judicial y, en los casos que se involucra a la Fiscalía 
General de la Nación, la representación la realiza directamente el Fiscal General de 
la Nación y sus delegados.  

Al respecto, este Despacho pone de presente que la exigencia de la legitimación en 
la causa por pasiva alude a la aptitud que debe reunir la persona natural o jurídica 
contra quien se dirige la demanda para oponerse jurídicamente a las pretensiones 
de la demanda. En ese sentido, no basta con ser objeto de la demanda para 
concurrir legítimamente a un juicio, sino que es imperioso estar debidamente 
legitimado para ello.  

En efecto, el H. Consejo de Estado se ha pronunciado respecto a la legitimación en 
la causa por pasiva, en los siguientes términos: 

“(…) la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal 
existente entre demandante -legitimado en la causa de hecho por activa- y 
demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida con la 
presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la 
misma a quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la 
legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para 
intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y 
de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión 
entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron 
perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño.  

De ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho, pero 
carecer de legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar 
de ser parte dentro del proceso no guarde relación alguna con los intereses 
inmiscuidos en el mismo, por no tener conexión con los hechos que motivaron 
el litigio, evento éste en el cual las pretensiones formuladas estarán llamadas 
a fracasar puesto que el demandante carecería de un interés jurídico… 

En suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la 
causa no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, 
pues ésta solamente es predicable de quienes participaron realmente en los 
hechos que han dado lugar a la instauración de la demanda o, en general, de 
los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales; por 
consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae 
a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la 
demandante con la pretensión que ésta formula o la defensa que aquella 
realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición anterior y 



necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra3”. Se 
subraya. 

De acuerdo con lo anterior y, teniendo en cuenta que este proceso no se adelanta 
contra la RAMA JUDICIAL ni contra un acto administrativo expedido por esta, ni las 
resultas de proceso pueden afectar sus intereses o derechos, puesto que tal entidad 
no tiene un interés directo e inmediato en el sub lite y que, tratándose de medios de 
control contra actos administrativos, las entidades que deben ser vinculadas al 
proceso como parte pasiva son las entidades de las cuales emanaron los actos 
sobre los cuales se van a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían 
responsables de la vulneración del derecho subjetivo y, por ende, las encargadas 
de responder.  

Por todo lo anterior, se observa que los presupuestos anteriores no pueden 
predicarse respecto a la RAMA JUDICIAL, motivo por el cual este Despacho 
declarará probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva 
propuesta por su apoderada judicial y, en consecuencia, se ordenará su 
desvinculación como demandada en el presente medio de control.  

4. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: la parte accionada, FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN, no aportó pruebas, toda vez que no contestó la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

5. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico para resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es: 

I. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0317 del 
ocho (08) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por CIRO 
ALFONSO RICO VILORIA, a través de apoderada, el veintitrés (23) de 
octubre de 2017.  
 

II. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0318 del 
ocho (08) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
HANNER LOPEZ JAIMES a través de apoderada, el dos (02) de 
noviembre de 2017.  

 

III. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0319 del 
ocho (08) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
MARGARITA ROSA MEJIA CAMPO a través de apoderada, el dos (02) 
de noviembre de 2017.  

 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 8 de abril de 2014, Rad. 
76001233100019980003601 (29321). Magistrado Ponente: Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 



IV. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0332 del 
catorce (14) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de 
Apoyo-Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el 
cual negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
ANA LEONOR MEJIA VEGA a través de apoderada, el dos (02) de 
noviembre de 2017.  

 

V. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0343 del 
quince (15) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
FERNANDO EMIGDIO FERNANDEZ CELEDON, a través de apoderada, 
el catorce (14) de noviembre de 2017.  

 

VI. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0344 del 
quince (15) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
WILLIAM RAFAEL DIASGRANADOS MESSINO, a través de apoderada, 
el catorce (14) de noviembre de 2017.  

 

VII. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0345 del 
quince (15) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
HELENA TULIA MACHADO CRUZ, a través de apoderada, el catorce 
(14) de noviembre de 2017.  

 

VIII. El acto administrativo contenido en el Oficio No. 31460-20510-0346 del 
quince (15) de noviembre de 2017, expedido por el Subdirector de Apoyo-
Regional Caribe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual 
negó las pretensiones de la reclamación administrativa elevada por 
ALEXA MORA VEGA, a través de apoderada, el catorce (14) de 
noviembre de 2017.  

 

IX. El acto administrativo contenido en la Resolución No. 20131 del veintitrés 
(23) de enero de 2018, “Por medio de la cual se resuelven unos recursos 
de apelación”, expedida por la Subdirectora de Talento Humano de la 
Fiscalía General de la Nación, por medio de la cual resuelve los recursos 
de apelación interpuestos por cada uno de los actores, a través de 
apoderada, contra los actos administrativos referenciados anteriormente, 
confirmando en cada una de sus partes la decisión primigenia.  
 

En caso de existir el vicio demandado, se deberá determinar, si hay lugar a 
reconocer desde el 1° de enero de 2013 y a futuro hasta que perdure la relación 
laboral de los demandantes con la Fiscalía General de la Nación, dándole carácter 
de salarial a la bonificación judicial dispuesta en el Decreto 382 de 2013, siendo 
necesario reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho 
factor salarial, y por ende inaplicar al ser contrario a la Constitución y la Ley el aparte 
“[…] y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud […]” 
contenido en el artículo 1 del Decreto 382 de 2013. 
 

De asistirle el derecho a la parte actora, este Despacho deberá realizar 
pronunciamiento de la indexación con base en el índice de precios al consumidor -
IPC-, y las costas procesales.  

 

6. SANEAMIENTO.  



Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, de conformidad con lo 
expuesto en precedencia.  

SEGUNDO: Informar a las partes que, en adelante, los escritos que se presenten 
deberán remitirse al siguiente correo electrónico: 
j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 2020.  

TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL. 

CUARTO: TENER POR NO CONTESTADA la demanda dentro del término legal 
por parte de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de acuerdo con los motivos 
expuestos anteriormente.  

QUINTO: RECONOCER personería a la abogada MARITZA YANEIDIS RUIZ 
MENDOZA, portadora de la cédula de ciudadanía No. 49.607.019 y de la Tarjeta 
Profesional de Abogado No. 158.166 del Consejo Superior de la Judicatura, como 
apoderada de la Rama Judicial, en el asunto de la referencia, de conformidad con 
la parte motiva.  

SEXTO: DECLARAR PROBADA la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva propuesta por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL y, en consecuencia, desvincularla 
del presente asunto, de conformidad con la parte motiva.   

SÉPTIMO: TENER como pruebas las que obran dentro del expediente. 

OCTAVO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

NOVENO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J401/COM/ear 
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, siete (07) de julio de dos mil veintiuno (2021). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MARUJA DEL CARMEN GONZALEZ ZULETA 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20001-33-33-003-2018-00187-00 

 
 

En ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 4º del Acuerdo 
PCSJA21-11764 del once (11) de marzo de 20211, “Por el cual se crean unos cargos 
con carácter transitorio para tribunales y juzgado de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, a nivel nacional”, proferido por el Consejo Superior de 
la Judicatura, este Despacho procederá a avocar el conocimiento del presente 
asunto.  

Ahora bien, revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el 
numeral 1º del artículo 42 de la Ley 2080 de 20212, que adicionó el artículo 182A 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
advierte este Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, 
teniendo en cuenta que concurren alguno de los eventos allí consagrados para 
dictar sentencia anticipada por escrito.  

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto al la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica de la apoderada de la parte demandada; de las excepciones 
propuestas por los demandados; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del 
saneamiento del proceso, así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

Para todos los efectos procesales, téngase en cuenta que la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, contestó la 
demanda oportunamente.  

Bajo ese contexto, de acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con 
el poder especial, amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, visible 
a folio digital 21 del cuaderno 2, este Despacho procederá a reconocer personería 
jurídica a la abogada MARITZA YANEIDIS RUIZ MENDOZA, portadora de la cédula 
de ciudadanía No. 49.607.019 y de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 158.166 
del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto 
de la referencia.  

 

                                                           
1 ARTÍCULO 4° Competencia y distribución de procesos para los juzgados administrativos creados transitoriamente. Los juzgados administrativos 
transitorios creados en el artículo 1.º del presente Acuerdo resolverán, de manera exclusiva, los procesos que se adelantan contra la Rama Judicial y 
otras entidades con régimen jurídico salarial y prestacional similar a ésta […] – Sic 
2 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se 
podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar 
pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 
formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o 
magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 
Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' 
inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 
anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se 
aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



1.1. DE LA SOLICITUD DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO 
NECESARIO POR PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Ahora, procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por la apoderada judicial de la Rama Judicial.  

En primer lugar, debe señalarse que el Código General del Proceso regula la figura 
de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 
comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 
litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un litisconsorcio 
se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se debate en el proceso, 
considerando el Despacho - en este caso en concreto - que de los hechos que se 
debaten no se evidencia que exista una relación jurídica material, única e indivisible, 
que deba resolverse de manera uniforme respecto de los sujetos que se pretende 
integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,  
cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron las 
encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo que lo 
que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del derecho 
de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por el Director 
Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  Administración 
Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que respondan por actos 
ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 



responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN -PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían  eventualmente verse  
perjudicadas  o  beneficiadas  con  la  decisión  que  se  tomara  en  el  caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas., no implica per se 
que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente necesaria 
de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la parte pasiva 
en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe realizar teniendo 
en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  sobre  los  cuales  se  
va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían responsables de la 
vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas de responder; razón 
suficiente para considerar que tal como está integrado el proceso es posible dictar 
sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación - Presidencia de la 
República – Ministerio de Hacienda – Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

2. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL- 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL propuso como 
excepciones la de PRESCRIPCIÓN, la cual según lo establecido en el inciso 2º del 
parágrafo 2º del artículo 175 del CPACA, debería ser resuelta en esta etapa 
procesal; no obstante, a criterio de este Despacho y, atendiendo a que la 
mencionada excepción no enerva la totalidad de las pretensiones, el estudio de 
dicho presupuesto será abordado al momento de proferirse la respectiva sentencia, 
en el fondo del asunto.  
 

3. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: la parte accionada, no aportó pruebas con la 
contestación de la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

c. Pruebas decretadas de oficio.  
 
Este Despacho requerirá a la Oficina de Talento Humano de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, Seccional Valledupar, para que en el 
término de tres (03) días, allegue con destino al proceso de la referencia, la 
siguiente información: 
 

- Copia de los actos administrativos a través de los cuales se le ha reconocido 
y liquidado prestaciones sociales definitivas a la señora MARUJA DEL 
CARMEN GONZALEZ ZULETA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
49.740.585, acompañado de su constancia de ejecutoria.  
 

- Copia de los actos administrativos a través de los cuales se le ha reconocido 
y liquidado, auxilio de cesantías definitivas -si tuviere- a la señora MARUJA 
DEL CARMEN GONZALEZ ZULETA, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 49.740.585, acompañado de su constancia de ejecutoria. 

 



 
4. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico para resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es: 

I. El acto administrativo contenido en el oficio DESAJVAO17-2506 del dos 
(02) de septiembre de 2017, expedido por el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial, por medio del cual no accedió al reconocimiento, 
la reliquidación y pago de la bonificación judicial reclamada por la actora 
como constitutiva de factor salarial para liquidar todas sus prestaciones 
sociales devengadas desde el primero (1º) de enero de 2013.  
 

II. El acto ficto o presunto resultante del silencio administrativo negativo, al 
haberse interpuesto el dieciocho (18) de septiembre de 2017, recurso de 
apelación contra el oficio referenciado anteriormente, concedido mediante 
la Resolución No. DESAJVAR17-1377 del diecisiete (17) de noviembre 
de 2017, sin que a la fecha de presentación de la demanda haya sido 
notificada decisión alguna.  

En caso de existir el vicio demandado, se deberá determinar, si hay lugar a 
reconocer desde el 1° de enero de 2013 y a futuro hasta que perdure la relación 
laboral de la demandante con la Rama Judicial, dándole carácter de salarial a la 
bonificación judicial dispuesta en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario 
reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor salarial, 
y por ende inaplicar al ser contrario a la Constitución y la Ley el aparte “[…] y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 
de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud […]” contenido 
en el artículo 1 del Decreto 383 de 2013. 
 

De asistirle el derecho a la parte actora, este Despacho deberá realizar 
pronunciamiento de la indexación con base en el índice de precios al consumidor -
IPC-, y las costas procesales.  

 

5. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, de conformidad con lo 
expuesto en precedencia.  

SEGUNDO: Informar a las partes que, en adelante, los escritos que se presenten 
deberán remitirse al siguiente correo electrónico: 
j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 2020.  

TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL. 

CUARTO: RECONOCER personería a la abogada MARITZA YANEIDIS RUIZ 
MENDOZA, portadora de la cédula de ciudadanía No. 49.607.019 y de la Tarjeta 
Profesional de Abogado No. 158.166 del Consejo Superior de la Judicatura, para 

mailto:j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


que se sirva representar a la entidad demandada, la Rama Judicial, en el asunto de 
la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

QUINTO: DECLARAR NO PROBADA, hasta este momento procesal, la excepción 
de PRESCRIPCIÓN propuesta por la apoderada de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, de acuerdo con lo 
expuesto en precedencia.  

SEXTO: TENER como pruebas las que obran dentro del expediente. 

SÉPTIMO: Por secretaría, OFÍCIESE a la Oficina de Talento Humano de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, Seccional Valledupar, para que en 
el término de tres (03) días, allegue con destino al proceso de la referencia, la 
siguiente información:  

- Copia de los actos administrativos a través de los cuales se le ha reconocido 
y liquidado prestaciones sociales definitivas a la señora MARUJA DEL 
CARMEN GONZALEZ ZULETA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
49.740.585, acompañado de su constancia de ejecutoria.  
 

- Copia de los actos administrativos a través de los cuales se le ha reconocido 
y liquidado, auxilio de cesantías definitivas -si tuviere- a la señora MARUJA 
DEL CARMEN GONZALEZ ZULETA, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 49.740.585, acompañado de su constancia de ejecutoria. 

 

OCTAVO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

NOVENO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J401/COM/ear 
 

Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
  

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: HENRY DE JESÚS CALDERON RAUDALES 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-006-2018-00208-00 
 

A través del auto de fecha 23 de junio de 20211, el Despacho fijó el litigio y 
concedió el término de ejecutoria de dicha providencia para que los sujetos 
procesales se pronunciaran sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que 
pudiese afectar lo actuado en el proceso hasta el momento. 

Dentro de la oportunidad legal, las partes intervinientes en este asunto guardaron 
silencio al respecto, entendiéndose así, estar de acuerdo con el contenido del 
mencionado auto. En consecuencia, el Despacho declarará saneada la actuación 
surtida hasta este momento y dejará en firme la fijación del litigio que se hizo 
previamente. 

De igual manera, con el fin de dictar sentencia anticipada, de conformidad con el 
numeral 1, literal b del artículo 182A del CPACA (adicionado por el artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021), por tratarse de un asunto que no requiere la práctica de 
pruebas, el Despacho, se abstendrá de celebrar la audiencia de pruebas de que 
trata el artículo 181 del CPACA, por lo que, ordenará correr traslado para alegar 
en la forma establecida en el artículo 181 ibidem. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Transitorio Administrativo del Circuito de 
Valledupar (C) 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR saneada la actuación surtida hasta este momento dentro 
del presente asunto. 

SEGUNDO: DEJAR en firme la fijación del litigio realizada dentro de este proceso, 
mediante el auto fechado el 23 de junio de 2021. 

TERCERO: CORRER TRASLADO a las partes por el término común de diez (10) 
días, para que presenten sus alegatos de conclusión por escrito, y en la misma 
oportunidad el Ministerio Público podrá emitir concepto si a bien lo tiene, conforme 
lo dispone el artículo 181 inciso 5 del CPACA. 

CUARTO: Cumplido lo anterior, pásese el expediente al Despacho para dictar 
sentencia anticipada. 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
J401/COM/del 

                                                           
1 Ver archivo 06, expediente digital. 

  

 

 



Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, Cesar, siete (07) de julio de dos mil veintiuno (2021). 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:   MANUEL TEODORO FLOREZ BARROS 

 

DEMANDADO: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
RADICADO 20-001-33-33-004-2018-00215-00 

 
 
Revisando el expediente, se encuentra que, a través del auto del dieciséis (16) de 

junio de 20211, este Despacho resolvió inadmitir la presente demanda por defectos 

en el acápite del poder especial conferido por la demandante a su apoderada judicial 

y por su incongruencia con las pretensiones de la demanda. En consecuencia, se 

dispuso el término de diez (10) días para subsanar la misma.  

 
En este sentido, el veinticuatro (24) de junio de 2021, la apoderada del demandante, 
de manera oportuna, allegó al presente asunto memorial subsanando la demanda 
en debida forma2. Así las cosas, considera este Despacho que se reúnen los 
requisitos formales y se procederá a admitir la demanda, conforme a lo establecido 
en el artículo 171 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto no solo será tramitado a través de medios digitales, tal como lo 
prevé la norma, sino que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
 
Por lo anterior, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de Valledupar, 
(C), 
 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho propuesta, por el señor MANUEL TEODORO 
FLOREZ BARROS, a través de apoderada, en contra de la NACIÓN-FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN 
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN-
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO y al MINISTERIO PÚBLICO (Procurador 185 Judicial I 
para Asuntos Administrativos), mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado de a la parte demandada y al Ministerio Público por el término de 
treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la remisión de la 
notificación personal del auto admisorio de la demanda y de los traslados anexos 
de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, solicitar pruebas, 
llamar en garantías y presentar demanda de reconvención, según sea el caso, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 172 y 199 del CPACA, modificado por 
la Ley 2080 de 2021, artículo 48.   

                                                           
1 Ver archivo 02 Avoca – Inadmite Dda del expediente digital. 
2 Ver archivo 03 SUBSANACIÓN, RAD. 2018-00215-00 del expediente digital.  

  

 

 



 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 
La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo 
j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de conformidad con el artículo 
109 del Código General del Proceso, se entenderá presentada oportunamente si se 
recibe antes del cierre del despacho del día en que se vence el término, teniendo 
en cuenta los horarios de atención establecidos por el Consejo Superior de la 
Judicatura, para el efecto entre 7:00 a.m. y 6:00 p.m. de lunes a viernes.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, de 
conformidad con el artículo 175 numeral 4º del CPACA. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto.  
 
3°. Notificar por estado a la parte actora, de conformidad con el numeral 1º del 
artículo 171 y 201 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 50. 
 
TERCERO: Informar a las partes y al Agente del Ministerio Público que, en adelante, 
los escritos que se presenten deberán remitirse al siguiente correo electrónico 
j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 2020. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: RECONÓZCASE personería jurídica a la abogada KAROL EDITH 
AGUILAR TABARES, identificada con la cédula de ciudadanía No. 49.607.677 de 
Valledupar y portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 148.130 del 
Consejo Superior de la Judicatura como apoderada de MANUEL TEODORO 
FLÓREZ BARROS, de conformidad con el poder especial conferido.  
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del despacho de 
origen. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J401/COM/ear 

 

Firmado Por:

mailto:j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 

JUZGADO TRANSITORIO ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: BIBIANA ESTER VEGA PIZAZA 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-003-2018-00230-00 
 

En ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 4º del Acuerdo 
PCSJA21-11764 del 11 de marzo de 20211 “Por el cual se crean unos cargos con 
carácter transitorio para tribunales y juzgados de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, a nivel nacional”, proferido por el Consejo Superior de la 
Judicatura, este Despacho procederá a avocar el conocimiento del presente 
asunto. 
 
Ahora, revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el 

numeral 1° del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021,2 que adicionó el artículo 182A 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

advierte este Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, 

teniendo en cuenta que concurren alguno de los eventos allí consagrados para 

dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el 

presente pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda, de la 

solicitud de litisconsorcio necesario, excepciones, pruebas, fijación del litigio y 

saneamiento del proceso, así: 

1. CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 
 
Para todos los efectos procesales téngase en cuenta que la RAMA JUDICIAL- 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL contestó la demanda 
oportunamente. 
 
Así mismo, se le reconocerá personería jurídica a la Dra. MARITZA YANEIDIS 

RUIZ MENDOZA, identificada con C.C. No. 49.607.019 de Valledupar y portadora 

de la T.P. 158.166 del C.S. de la J. como apoderada judicial de la RAMA 

JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

2. DE LA SOLICITUD DE LISTISCONSORCIO NECESARIO 

Procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por la apoderada judicial de la Rama Judicial.  

Lo primero que se debe señalar es, que el Código General del Proceso regula la 
figura de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

                                                           
1 ARTÍCULO 4.° Competencia y distribución de procesos para los juzgados administrativos creados transitoriamente. Los juzgados 
administrativos transitorios creados en el artículo 1.º del presente Acuerdo resolverán, de manera exclusiva, los procesos que se 
adelantan contra la Rama Judicial y otras entidades con régimen jurídico salarial y prestacional similar a ésta […] – Sic  
2 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá 
dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar 
pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 
formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o 
magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 
Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' 
inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 
anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se 
aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic  

 

  

 

 



“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, 
haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin 
la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y 
concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso 
se suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán 
a los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho 
en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un 
litisconsorcio se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se 
debate en el proceso, considerando el Despacho - en este caso en concreto - que 
de los hechos que se debaten no se evidencia que exista una relación jurídica 
material, única e indivisible, que deba resolverse de manera uniforme respecto de 
los sujetos que se pretende integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA - MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA,  cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron 
las encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo 
que lo que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del 
derecho de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por 
el Director Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  
Administración Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que 
respondan por actos ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN - PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA - MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían eventualmente verse  
perjudicadas o beneficiadas con la decisión que se tomara en el caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas., no implica per 



se que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente 
necesaria de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la 
parte pasiva en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe 
realizar teniendo en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  
sobre  los  cuales  se  va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían 
responsables de la vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas 
de responder; razón suficiente para considerar que tal como está integrado el 
proceso es posible dictar sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación 
- Presidencia de la República – Ministerio de Hacienda – Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 

3. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL- 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL propuso como 
excepción la PRESCRIPCIÓN; la cual según lo establecido en el inciso 2° del 
parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA debería ser resuelta en esta etapa 
procesal; no obstante, a criterio de este Despacho, y atendiendo que la 
mencionada excepción no enerva la totalidad de las pretensiones, el estudio de 
dicho presupuesto será abordado al momento de proferirse la respectiva 
sentencia. 
 
4. DECRETO DE PRUEBAS. 

a. Pruebas de la parte demandante. 

-Documentales aportadas:  

Hasta donde la ley lo permita, ténganse como pruebas los documentos que se 
anexaron a la demanda. 

- No existen pruebas por practicar. 
 
b. Pruebas de la parte demandada. 

-Documentales aportadas:  

La parte accionada no aportó ninguna prueba.  

No existen pruebas por practicar. 

5. FIJACIÓN DEL LITIGIO. 

El problema jurídico a resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es, 
 

i) el acto administrativo contenido en el OFICIO DESAJVAO17 – 3332 del 14 
de noviembre de 2017, expedido por la DIRECTORA EJECUTIVO 
SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE VALLEDUPAR (E), 
mediante el cual negó a la demandante el reconocimiento, liquidación y pago 
de la BONIFICACIÓN JUDICIAL, creada por el Decreto 383 de 2013, para 
servidores de la Rama Judicial como factor salarial desde el año 2013. 
 
 ii) el acto administrativo ficto o presunto resultante del silencio administrativo 
negativo de la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL al 
no resolver el recurso de apelación presentado por la demandante en contra 
del oficio señalado previamente. 

 
En caso de existir el vicio demandado, se deberá determinar, si hay lugar a 
reconocer desde el 1° de enero de 2013 y a futuro hasta que perdure la relación 
laboral de la demandante con la Rama Judicial, dándole carácter de salarial a la 
bonificación judicial dispuesta en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario 
reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor 
salarial, y por ende inaplicar al ser contrario a la Constitución y la Ley el aparte 
“[…] y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 



General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud […]” 
contenido en el artículo 1 del Decreto 383 de 2013. 
 
De asistirle el derecho a la accionante, el Despacho deberá realizar 
pronunciamiento acerca de la prescripción, la indexación con base en el índice de 
precios al consumidor y las costas del proceso. 
 
6. SANEAMIENTO 
 
Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que manifiesten la 
existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo actuado hasta este 
momento. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar. 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, de conformidad con lo 
expuesto en precedencia.  
 
SEGUNDO: Informar a las partes que, en adelante, los escritos que se presenten 
deberán remitirse al siguiente correo electrónico 
j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 
2020 
 
TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL. 
 
CUARTO: RECONOCER personería jurídica a la Dra. MARITZA YANEIDIS RUIZ 

MENDOZA, identificada con C.C. No. 49.607.019 de Valledupar y portadora de la 

T.P. 158.166 del C.S. de la J. como apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL -

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

QUINTO: Negar la solicitud de integración de litisconsorcio necesario presentado 

por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL - DIRECCION SECCIONAL DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL DE VALLEDUPAR. 

SEXTO: Declarar no probada hasta este momento procesal la excepción de 

PRESCRIPCIÓN, propuesta por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL -

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, de conformidad con 

la parte motiva.  

SÉPTIMO: TENER como pruebas las que obran dentro del expediente. 

OCTAVO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme la parte motiva. 

NOVENO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
J401/COM/del 
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Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LISNEIDYS TATIANA OSPINO MONTES 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-003-2018-00260-00 
 

En ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 4º del Acuerdo 
PCSJA21-11764 del 11 de marzo de 20211 “Por el cual se crean unos cargos con 
carácter transitorio para tribunales y juzgados de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, a nivel nacional”, proferido por el Consejo Superior de la 
Judicatura, este Despacho procederá a avocar el conocimiento del presente 
asunto. 
 
Ahora, revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el 

numeral 1° del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021,2 que adicionó el artículo 182A 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

advierte este Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, 

teniendo en cuenta que concurren alguno de los eventos allí consagrados para 

dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el 

presente pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda, de la 

solicitud de litisconsorcio necesario, excepciones, pruebas, fijación del litigio y 

saneamiento del proceso, así: 

1. CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 
 
Para todos los efectos procesales téngase en cuenta que la RAMA JUDICIAL- 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL contestó la demanda 
oportunamente. 
 
Así mismo, se le reconocerá personería jurídica a la Dra. MARITZA YANEIDIS 

RUIZ MENDOZA, identificada con C.C. No. 49.607.019 de Valledupar y portadora 

de la T.P. 158.166 del C.S. de la J. como apoderada judicial de la RAMA 

JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

2. DE LA SOLICITUD DE LISTISCONSORCIO NECESARIO 

Procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por la apoderada judicial de la Rama Judicial.  

Lo primero que se debe señalar es, que el Código General del Proceso regula la 
figura de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

                                                           
1 ARTÍCULO 4.° Competencia y distribución de procesos para los juzgados administrativos creados transitoriamente. Los juzgados 
administrativos transitorios creados en el artículo 1.º del presente Acuerdo resolverán, de manera exclusiva, los procesos que se 
adelantan contra la Rama Judicial y otras entidades con régimen jurídico salarial y prestacional similar a ésta […] – Sic  
2 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá 
dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar 
pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 
formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o 
magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 
Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' 
inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia 
anticipada con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se 
aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic  

 

  

 

 



“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, 
haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin 
la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y 
concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso 
se suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán 
a los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho 
en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un 
litisconsorcio se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se 
debate en el proceso, considerando el Despacho - en este caso en concreto - que 
de los hechos que se debaten no se evidencia que exista una relación jurídica 
material, única e indivisible, que deba resolverse de manera uniforme respecto de 
los sujetos que se pretende integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA - MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA,  cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron 
las encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo 
que lo que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del 
derecho de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por 
el Director Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  
Administración Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que 
respondan por actos ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN - PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA - MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían eventualmente verse  
perjudicadas o beneficiadas con la decisión que se tomara en el caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas., no implica per 



se que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente 
necesaria de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la 
parte pasiva en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe 
realizar teniendo en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  
sobre  los  cuales  se  va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían 
responsables de la vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas 
de responder; razón suficiente para considerar que tal como está integrado el 
proceso es posible dictar sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación 
- Presidencia de la República – Ministerio de Hacienda – Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 

3. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL- 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL propuso como 
excepción la PRESCRIPCIÓN; la cual según lo establecido en el inciso 2° del 
parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA debería ser resuelta en esta etapa 
procesal; no obstante, a criterio de este Despacho, y atendiendo que la 
mencionada excepción no enerva la totalidad de las pretensiones, el estudio de 
dicho presupuesto será abordado al momento de proferirse la respectiva 
sentencia. 
 
4. DECRETO DE PRUEBAS. 

a. Pruebas de la parte demandante. 

-Documentales aportadas:  

Hasta donde la ley lo permita, ténganse como pruebas los documentos que se 
anexaron a la demanda. 

- No existen pruebas por practicar. 
 
b. Pruebas de la parte demandada. 

-Documentales aportadas:  

La parte accionada no aportó ninguna prueba.  

No existen pruebas por practicar. 

5. FIJACIÓN DEL LITIGIO. 

El problema jurídico a resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es, 
 

i) el acto administrativo contenido en el OFICIO DESAJVAO17 – 3528 del 28 
de noviembre de 2017, expedido por la DIRECTORA EJECUTIVA 
SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE VALLEDUPAR (E), 
mediante el cual negó a la demandante el reconocimiento, liquidación y pago 
de la BONIFICACIÓN JUDICIAL, creada por el Decreto 383 de 2013, para 
servidores de la Rama Judicial como factor salarial desde el año 2013. 
 
 ii) el acto administrativo ficto o presunto resultante del silencio administrativo 
negativo de la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL al 
no resolver el recurso de apelación presentado por la demandante en contra 
del oficio señalado previamente. 

 
En caso de existir el vicio demandado, se deberá determinar, si hay lugar a 
reconocer desde el 1° de enero de 2013 y a futuro hasta que perdure la relación 
laboral de la demandante con la Rama Judicial, dándole carácter de salarial a la 
bonificación judicial dispuesta en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario 
reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor 
salarial, y por ende inaplicar al ser contrario a la Constitución y la Ley el aparte 
“[…] y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 



General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud […]” 
contenido en el artículo 1 del Decreto 383 de 2013. 
 
De asistirle el derecho a la accionante, el Despacho deberá realizar 
pronunciamiento acerca de la prescripción, la indexación con base en el índice de 
precios al consumidor y las costas del proceso. 
 
6. SANEAMIENTO 
 
Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que manifiesten la 
existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo actuado hasta este 
momento. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar. 

RESUELVE 

PRIMERO: AVOCAR el conocimiento del presente asunto, de conformidad con lo 
expuesto en precedencia.  
 
SEGUNDO: Informar a las partes que, en adelante, los escritos que se presenten 
deberán remitirse al siguiente correo electrónico 
j03admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento se 
desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del Decreto 806 de 
2020 
 
TERCERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL. 
 
CUARTO: RECONOCER personería jurídica a la Dra. MARITZA YANEIDIS RUIZ 

MENDOZA, identificada con C.C. No. 49.607.019 de Valledupar y portadora de la 

T.P. 158.166 del C.S. de la J. como apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL -

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

QUINTO: Negar la solicitud de integración de litisconsorcio necesario presentado 

por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL - DIRECCION SECCIONAL DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL DE VALLEDUPAR. 

SEXTO: Declarar no probada hasta este momento procesal la excepción de 

PRESCRIPCIÓN, propuesta por la apoderada judicial de la RAMA JUDICIAL -

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, de conformidad con 

la parte motiva.  

SÉPTIMO: TENER como pruebas las que obran dentro del expediente. 

OCTAVO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme la parte motiva. 

NOVENO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
J401/COM/del 
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CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 
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JUZGADO 401 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: WILSON RODRIGO DIAZ PEÑALOZA 
DEMANDADO: NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 20-001-33-33-004-2019-00181-00 
 

Mediante auto de fecha 16 de junio de 2021,1 este Despacho inadmitió el presente 
medio de control por existir insuficiencia entre el poder y la demanda. En 
consecuencia, dispuso el término de diez (10) días para subsanar el mismo.  
 
En este sentido, el 1° de julio de 2021,2 la parte actora de manera oportuna allegó 
al presente asunto memorial subsanando el defecto anotado. Así las cosas, 
comoquiera que la parte demandante subsanó la demanda en debida forma, 
considera este Despacho que se reúnen los requisitos formales y se procede a la 
admisión de la demanda, conforme a lo establecido en el artículo 171 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto no solo será tramitado a través de medios digitales, tal como lo 
prevé la norma, sino que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
Por lo anterior, el Juzgado 401 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C), 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho propuesta, por el señor WILSON RODRIGO DIAZ 
PEÑALOZA, a través de apoderado, en contra de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL -
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN - RAMA 
JUDICIAL -DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, A LA 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO Y AL MINISTERIO 
PÚBLICO (Procurador 185 Judicial I para Asuntos Administrativos), mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que se refiere 
el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado a la parte demandada y al Ministerio Público por el término de 
treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la remisión de la     
notificación personal del auto admisorio de la demanda  y de los traslados anexos 
de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, solicitar  
pruebas, llamar en garantía, y presentar demanda  de  reconvención, según  sea  
el caso,  de  conformidad con lo  previsto en  los 172  y  199  del  C.P.A.C.A 
modificado por la Ley 2080 de 2021 art. 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 

                                                           
1 Ver archivo 02 del expediente digital 
2 Ver archivos 03 - 08 del expediente digital 

  

 

 



La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo  
j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co,   y   de  conformidad  con  el  
artículo  109 del C G del P, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del Despacho el día en que se vence el término, teniendo en 
cuenta los horarios de atención establecidos por el  Consejo Superior de la  
Judicatura, para el  efecto entre 8  a.m. y  6 p.m. de lunes a viernes.   
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, 
de conformidad con el artículo 175numeral 4 del C.P.A.C.A. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima el funcionario encargado del 
asunto. 
 
3°. Notificar por estado a la actora, de conformidad con el numeral 1 del artículo 
171y 201del CPACA modificado por la Ley 2080 de 2021 art. 50.  
 
TERCERO: Informar a las partes y al Agente del Ministerio Público que, en 
adelante, los escritos que se presenten deberán remitirse al siguiente correo 
electrónico j04admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el 
procedimiento se desarrollará a través de medios virtuales, en cumplimiento del 
Decreto 806 de 2020. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: RECONOCER personería para actuar a la abogada KAROL EDITH 
AGUILAR TABARES, identificada con C.C. No. 49.607.677 de Valledupar y T.P. 
148.130 del C. S. de la J., en los términos del poder que reposa en el expediente 
digital. 
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del Despacho. 
 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J401/COM/del 

Firmado Por:

 

 

CLAUDIA MARCELA OTALORA MAHECHA 

JUEZ 
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